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Prefacio




Este libro fue escrito como un intento de establecer un grado de objetividad histórica y conceptual a lo que, a mi juicio, es una percepción excesivamente optimista y acrítica del “modelo chileno”, prevaleciente en círculos económicos y financieros tanto nacionales como internacionales. En este libro el modelo chileno, con sus logros y también fracasos, es entendido como un proyecto económico, social, político y cultural de organización de la economía y sociedad chilena en torno al mercado y la lógica del lucro monetario, en el contexto de una democracia elitista, de baja intensidad y limitada participación ciudadana. Este modelo a veces se muestra, internacionalmente, como una guía a seguir para alcanzar la prosperidad y la estabilidad en otros países sin prestar adecuada atención a las especificidades económicas, políticas e históricas, difícilmente replicables en otros contextos geográficos, en que se desarrollo el “modelo chileno”. Además sus efectos sobre la desigualdad, la concentración de poder económico en las élites y su relación con la democracia han recibido menor atención de la que merecen.

En el 2011 la clase política nacional y la comunidad internacional se sorprendieron con la irrupción masiva de un movimiento estudiantil y ecológico, pacifico y creativo, de protesta social en esferas como la educación y el medioambiente, pero también con alcances de crítica sistémica. Dicho movimiento encontró amplias simpatías en distintos sectores de la sociedad chilena, partiendo por los padres de los estudiantes, muchas veces agobiados por el alto costo de la educación de sus hijos, evidenciando que más de algo no andaba bien en el aparentemente monolítico y exitoso modelo chileno.

La escritura de este libro se inició a fines del 2008 y se completó el 2011. Deseo agradecer a distintas personas que cooperaron con comentarios, sugerencias, datos estadísticos, evidencia histórica y asistencia editorial. Comentarios a la versión en inglés de este libro, originalmente publicado por Cambridge University Press en Estados Unidos y el Reino Unido, fueron proporcionados por Alice Amsden, profesora del MIT, recientemente fallecida, Tony Addison, Josep Borrell, Jan Cademartori, Roberto Frenkel y Manuel Riesco. Agradezco también la efectiva asistencia de investigación de Luis Valenzuela, actualmente haciendo su doctorado en Oxford University, y la efectiva traducción del inglés al español realizada por Pedro Solimano. También deseo agradecer a Arturo Infante, Verónica Vergara y Luis San Martín, de Editorial Catalonia, por valioso apoyo para la edición y producción de este libro.

Esta obra está dedicada a mi familia: Bernardita, Gracia, Pedro, Paula, a mi padre Iván y a los ciudadanos de Chile y el mundo que buscan una sociedad mas justa, abierta y democrática, y no solo materialmente próspera.





















Andrés Solimano


Capítulo 1
Introducción

El titulo de este libro parafrasea una hermosa película italiana llamada Divorcio a la italiana, de inicios de los años 60, en que se mostraban las contradicciones, apariencias, mitos y realidad de una institución tan central como el matrimonio y sus rupturas en la Italia de los años de posguerra. En este libro se busca analizar los logros, pero también los mitos y contradicciones, apariencias y realidades de lo que se ha mostrado al mundo como una ejemplar transición del autoritarismo a la democracia y del estatismo al libre mercado, cuyos resultados le permitieron a Chile ser admitido en un club de países ricos y desarrollados como la OCDE (Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico). El foco de este libro es analizar los principales rasgos del modelo económico y social chileno actual inserto en una particular democracia. Este modelo fue creado originalmente por un régimen militar autoritario inspirado en las ideas económicas liberales y neoliberales de Milton Friedman y Friedrich Hayek y continuado, con distintas modificaciones, por los gobiernos que dirigieron el país cuando se restauró la democracia en 1990.

En los últimos 25 años Chile aceleró su ritmo de crecimiento económico en relación a su desempeño histórico y el país empezó a liderar, junto con Argentina, la región latinoamericana, en términos de niveles de ingreso per cápita. Sin embargo, esta prosperidad se caracteriza también por altos niveles de inequidad y una creciente concentración de poder económico en manos de una pequeña élite, con desproporcionado poder económico e influencia política. Liderar una región en ingreso por habitante no es lo mismo que ser el país más desarrollado de dicha región. El proceso de desarrollo es multidimensional y difícilmente comparable entre realidades históricas y culturales muy distintas. En efecto, el desarrollo incluye dimensiones como la equidad social, sustentabilidad ambiental, descentralización administrativa, desarrollo cultural y calidad de vida. El desarrollo no es solo progreso en la esfera material de la sociedad, medido, imperfectamente, como el Producto Interno Bruto por habitante.

El reduccionismo para medir nuestro éxito económico y la desatención por décadas de estas dimensiones mencionadas pueden explicar una buena parte de los problemas que experimenta el país en la actualidad, y que se han expresado a través de distintas vías, como tensiones sociales, malestar ciudadano y el surgimiento de un movimiento estudiantil activo y crítico de la herencia que le están dejando sus padres y madres y quizás abuelos y abuelas.

El régimen militar que gobernó Chile entre septiembre de 1973 y febrero de 1990 surgió, como es bien sabido, tras derrocar por la fuerza al presidente de la época Salvador Allende, elegido en las urnas en septiembre de 1970. Este régimen, después de un breve interludio con medidas de políticas económicas eclécticas o de carácter nacionalista, adoptó una estrategia económica de libre mercado (¿contra?)revolucionarias para su época tanto en su intensidad como en su contenido, e incluyó políticas de shock para reducir la inflación, privatizó masivamente empresas del Estado, efectuó la apertura comercial y después financiera al resto del mundo. Una conspicua excepción en el afán liberalizador de los mercados fue la ausencia de políticas migratorias, que regulan la movilidad internacional de personas, de libre mercado. A inicios de la década de 1980 las políticas privatizadoras y de mercado se extendieron con gran fuerza a la educación, la salud, las pensiones y otras actividades, creándose un marco legal muy propicio, casi permisivo, para la actividad privada en estos sectores sociales. Entre las contradicciones más evidentes de la época estaba la coexistencia de la libertad económica, en términos de mínimas regulaciones para el emprendimiento financiero y productivo y la ausencia de libertades efectivas de expresión, de asociación, de publicación de periódicos y otras actividades. Estas políticas económicas acercaron al General Augusto Pinochet con el presidente de Estados Unidos Ronald Reagan y la Primer Ministro Británica Margaret Thatcher, como promotores del libre mercado en el mundo. Por supuesto, no pasaba desapercibido en la época el hecho que aunque Chile aparecía como un adelantado en adoptar reformas económicas libremercadistas su adopción, a diferencia de Estados Unidos y el Reino Unido, era emprendida por un régimen militar que gobernaba un país del tercer mundo que en ese momento operaba sin Parlamento, sin prensa independiente, con partidos políticos proscritos o suspendidos y sin sindicatos libres. En el Chile de la época no había, precisamente, los contrapesos y balances propios de una democracia representativa como la norteamericana y la inglesa.

La mitología aparente es que el modelo económico chileno, acompañado por el ejemplo de Reagan y Thatcher en el mundo desarrollado y potenciado por el agotamiento y posterior desaparición de la mayoría de los “socialismos reales” del este, aparecía como tan exitoso que debía ser considerado como un modelo a imitar por otras naciones del tercer mundo como camino para alcanzar la prosperidad y acercarse al desarrollo. Así, sigue el relato, en las décadas de 1980 y 1990 se promovieron revoluciones económicas neoliberales con el apoyo de las instituciones financieras internacionales de Washington DC (Fondo Monetario Internacional y Banco Mundial) en diversos países y continentes. Regímenes de muy diversa persuasión ideológica y realidades que incluían países latinoamericanos, la Rusia postsoviética, el bloque de países exsocialistas de Europa Central y del Este, la China posterior a la muerte de su líder Mao Tse Tung, la India que se alejaba de las políticas de Gandhi y Nehru, y otras naciones, buscaban, con distintos matices, darle un rol preponderante al mercado y achicar (¿atrofiar?) el Estado como solución a sus variados desafíos sociales, económicos, culturales y geopolíticos. Estas nuevas políticas públicas —prometía la retórica de la época— dejarían detrás décadas de socialismo, estatismo y ahogo de la iniciativa privada. El camino del mercado abría las puertas de una nueva prosperidad, el progreso y estabilidad. La evaluación detallada de los efectos económicos y sociales de la “era neoliberal” está aún pendiente aunque sí es claro que donde se han aplicado estas políticas se ha producido un aumento en la desigualdad de los ingresos y una concentración de la riqueza en pequeñas élites económicas.

Esta tendencia ha sido notoria en Estados Unidos, el Reino Unido, Rusia, China y la India, entre otros. En contraste, es interesante notar que la desigualdad no aumentó o lo hizo solo modestamente en los países escandinavos, en Francia, los países bajos y Japón, que permanecieron relativamente inmunes a la revolución neoliberal. Otro rasgo del experimento neoliberal ha sido la alta frecuencia de crisis financieras a partir de la década de 1980 en economías emergentes y países en desarrollo. Chile sufrió una seria crisis financiera en los años 1982-83. También un número de crisis se dieron en América Latina, Asia y Europa en las décadas de 1980, 1990 y 2000. Recientemente, estas crisis financieras han adquirido especial importancia al afectar el corazón del mundo capitalista desarrollado con la crisis del sector inmobiliario y financiero (crisis subprime), que golpeó a Estados Unidos en el 2007-08, y sus repercusiones en Europa. Severas crisis de sobreendeudamiento han afectado a Grecia, Portugal, Irlanda y España en el período 2009-12. Actualmente, estos países están siendo afectados por los efectos de la recesión, el desempleo, el alto endeudamiento, la fragilidad financiera, el descontento social y la incertidumbre política. Por varios años esta nueva ola de crisis del capitalismo global aparentemente no afectaba a Chile, aunque sí en el 2009 el país experimentó el primer año de crecimiento negativo en una década. Si bien el Estado chileno es un acreedor externo en términos de activos netos y el país sigue creciendo a tasas respetables dado el contexto internacional, los talones de Aquiles del modelo son, entre otros, la persistente desigualdad, la alta concentración del poder económico, el alto costo de la educación y la salud y la naturaleza poco participativa y excluyente de su sistema político. En efecto, en el 2011 se ha producido un despertar de los movimientos sociales de estudiantes, ambientalistas, y de las nuevas y viejas clases medias y trabajadoras. Ha aparecido un nuevo cuestionamiento, con ribetes de cambio cultural, de las bases centrales del “capitalismo a la chilena” que en su aparente normalidad y banalidad promueven el mercado y el lucro no solo a sus tradicionales esferas de acción económica sino en la educación, la salud, las pensiones, las carreteras, los remedios, y un sinfín de actividades que antes eran provistos en forma gratis o a bajo costo a la población. Se ha empezado a cuestionar lo que hasta hace poco era considerado como “natural” en el modelo económico-social vigente. En la agenda de los emergentes movimientos sociales se pide tratar la educación como un derecho —más que como una mercancía de alto precio y dudosa calidad— y poner atajo a los abusos, ya casi rutinizados según las cifras de denuncias del consumidor y el trabajador por parte de bancos, farmacias, casas comerciales, Isapres y otros operadores de la plaza. Se pide un Estado más activo, regulador y que ataje irregularidades y arbitrariedades que antes eran implícitamente tolerados en aras de la santidad del sistema de mercado y la iniciativa privada.

La ruta de la OCDE


En Santiago, el 11 de enero de 2010, tras 20 años desde la restauración de la democracia, la presidenta Michelle Bachelet firmó un acuerdo para la membresía de Chile en la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE), entrando Chile, así, en el club de 34 naciones consideradas como la élite económica del mundo1. El ingreso de Chile en la OCDE refleja la aspiración de las actuales élites dirigentes del país de acercarnos al mundo desarrollado, emulando a Estados Unidos, Europa y otros países de altos ingresos. Si nuestros indicadores económicos son tan satisfactorios y la transición a la democracia muy ejemplar, el país realmente merece ser parte, con plenitud de derechos de un club de países capitalistas ricos, desarrollados y maduros. Implícitamente las élites del nuevo Chile buscaban distanciarse de un vecindario latinoamericano siempre sospechoso de albergar los males del populismo, el estatismo, el antiimperialismo y el socialismo. Si aspiramos a ser un país “serio” es más seguro formar parte de un exclusivo club de países de alto ingreso que seguir atado a grupos de países en desarrollo, particularmente en Latinoamérica, siempre sospechosos de dudoso comportamiento económico. Sin embargo, como la realidad en muchas ocasiones desafía a los mitos, las crisis financieras, sazonadas también por su cuota de escándalos, también tocan hoy la puerta de Europa y Estados Unidos con singular fuerza. En una ironía de la historia, la crisis económica y financiera sugiere que “los serios de ayer” (países ricos de la OCDE) se empiezan a parecer a los países tradicionalmente “poco serios” de antes (en el tercer mundo).

Es evidente, para un observador objetivo e informado de la realidad chilena e internacional, que nuestra estructura económica, social, cultural, el tipo de políticas públicas en aplicación y ciertas características de la democracia chilena, para bien o para mal, distan mucho de aquellas que caracterizan a los países que conforman el club al que ingresamos.

Por otra parte, cabe reconocer también que el ingreso de Chile a la OCDE lleva al país a someterse a estándares internacionales de equidad económica y social, calidad de la educación, eficacia de la regulación y desarrollo institucional, que son bastante más exigentes que los estándares criollos. La admisión en este club refleja un cierto reconocimiento del desempeño económico y social de las ultimas dos décadas en Chile, el que, como veremos en este libro, tiene luces y sombras, y en varias dimensiones es bastante cuestionable. Claramente hubiera sido más difícil para el país ser aceptado en la OCDE si no pudiera exhibir credenciales de prudente manejo macroeconómico, bajos coeficientes de deuda externa y respetables —aunque disparejos— ritmos de crecimiento económico2.

Como se argumenta en este libro, y respaldado por los datos empíricos, a pesar de la restauración de la democracia en 1990 y del sostenido aumento en el ingreso per cápita, Chile es un país con niveles anormalmente altos de inequidad de ingreso y riqueza, con un patrón de desarrollo territorial concentrado, con un acceso muy condicionado por el ingreso de las familias a los servicios sociales, todas características que lo alejan de los estándares de países avanzados y maduros de la OCDE.

Una geografía económica, diversa y rica

Chile, una angosta faja de tierra en el borde occidental de Sudamérica, cuenta con una costa marítima de 4.000 kilómetros al Océano Pacífico, lo que constituye una ventaja geográfica para el comercio internacional, a pesar de su lejanía con los centros de la economía mundial. Limitado por Perú en el norte, Bolivia y Argentina por el Este, y el Cabo de Hornos en la punta sur del continente sudamericano, Chile es un país de una gran belleza topológica y con una diversidad de climas y geografías en su territorio. En su frontera oriental, Chile está separado de Argentina por la Cordillera de los Andes. A lo largo del rango más ancho de su costa, Chile se alarga a través de cinco regiones, cada una ofreciendo riquezas ecológicas distintivas —y, junto a esto, una amplitud de exportaciones de recursos naturales y una creciente industria turística—.

Su norte árido (Norte Grande) contiene el Desierto de Atacama, uno de los desiertos más secos del mundo, el cual está protegido por la Cordillera de los Andes, resguardándolo de vientos predominantes y, así, de lluvias provenientes del Oriente. Es aquí donde se encuentra la industria chilena de cobre más grande, la cual, junto a otros depósitos mineros, le otorga al desierto sus tonos ocres.

Entre los Andes y un rango de montañas costeras (Cordillera de la Costa) yace el seno de Chile —el Valle Central— cuya tierra fértil da lugar a la rica agricultura chilena, incluyendo sus extensas viñas, y donde la mayoría de sus grandes ciudades están situadas, incluyendo la capital, Santiago. La porción sureña del Valle Central chileno también contiene tierras agrícolas agotadas que han sido reforestadas para la madera, especialmente para las industrias de celulosa y papel. El sur del país, que contiene la Zona Sur y Austral, es hogar de prístinos lagos cristalinos que han formado cientos de ríos que descienden desde Los Andres (ideales para la pesca de varias especies de truchas y salmones), colinas (ideales para la cría de ganado y producción de leche, queso y mantequilla), bosques maduros (aumentando su industria productora de madera), y luego una costa continental que se caracteriza por la presencia de ensenadas, fiordos, miles de archipiélagos y montañas nevadas. Ambas zonas sureñas atraen un gran número de turistas cada año, contribuyendo a la industria emergente de servicios en Chile.

Santiago, la capital, localizada en el Valle Central, alberga al menos un 40% de la población chilena. De hecho, de acuerdo al último censo de población, el 87% de los ciudadanos de Chile residen en áreas urbanas. La mayor concentración de actividad económica se encuentra en la Región Metropolitana, donde se encuentra Santiago, lo cual es una clara demostración de la concentración económica y administrativa que caracteriza el país. El rápido crecimiento económico de las ultimas décadas ha exacerbado la congestión urbana, y sus problemas concomitantes como la polución ambiental, sobrepoblación, delincuencia y crimen, ruido, segmentación de clases (incluyendo grandes bolsones de pobreza relativa en los barrios periféricos), y una población que debe destinar un considerable gasto en tiempo para transportarse de sus lugares de residencia a los lugares de trabajo, están entre los problemas de calidad de vida de este país que busca incesantemente acelerar su ritmo de crecimiento económico. En la ciudad de Santiago, los barrios están estratificados crudamente por topología; la clase media-alta y las élites residen en el barrio alto (más cerca de la precordillera) y las clases medias-bajas y trabajadoras residen en los sectores más bajos de la ciudad, en donde también se encuentran generalmente las fábricas. Esta forma de distribuir la vivienda es solo un microcosmos de las inequidades que existen en el país.

Logros, contrastes y desafíos en el desarrollo económico chileno

Chile es considerado, principalmente por la prensa financiera internacional, como uno de los países más estables, democráticos y prósperos del continente latinoamericano. Se destaca su grado de estabilidad macroeconómica, un buen clima de negocios, baja percepción de corrupción gubernamental, competitividad y prosperidad. De acuerdo al Índice de Libertad Económica elaborado por la Heritage Foundation (de orientación conservadora) Chile se ubica 10 entre 183 países en áreas como el comercio, negocios, inversiones, el sector financiero, el sector público, política monetaria, derechos de propiedad y flexibilidad laboral. Estos índices deben ser examinados con cuidado.

Como mencionamos anteriormente, Chile tiene uno de los niveles de Producto Interno Bruto por habitante más altos en la región de Latinoamérica y el Caribe. Sin embargo, debemos estar conscientes que el PIB per cápita tiende a dar una versión exagerada de los estándares de vida de la mayoría de la población en un país como Chile, en que el ingreso está distribuido de forma muy desigual entre los ciudadanos. El PIB per capita asciende en la actualidad a 17 mil dólares anuales; no obstante, para la mayoría de la población el ingreso por habitante relevante para ellos realmente se ubica entre los 8 a 9 mil dólares por año. Por otra parte, el aumento del PIB no siempre indica que crecen actividades que reflejan un progreso material genuino. En nuestro país han aumentado muy fuertemente actividades que han surgido para hacer frente a los efectos no deseados del mismo estilo de desarrollo económico adoptado en las últimas tres a cuatro décadas en el país. Por nombrar algunos de estos efectos, podemos mencionar la inseguridad en los barrios y el aumento de la delincuencia, la precariedad laboral y las dificultades objetivas que enfrentan muchas familias chilenas para llevar adelante una vida digna y segura, que les abra posibilidades a sus hijos que crecen en una sociedad muy desigual. Para hacer frente a estos síntomas del “capitalismo a la chilena”, ha crecido mucho la industria de protección frente al robo, los asaltos y el crimen. En otro ámbito, y relacionado a los síntomas ya indicados, se nota una expansión en el consumo de medicamentos para hacer frente a enfermedades psicosomáticas relacionadas al estrés y la ansiedad, asociadas a una sociedad de altos grados de inseguridad económica. Todos estos rubros: industria de la protección a la delincuencia, gasto del Estado en policías y cárceles, industria farmacéutica contra la ansiedad y otros contribuyen a aumentar el PIB del país pero no son necesariamente reflejo de un desarrollo económico de buena calidad. Los contrastes del modelo de desarrollo chileno son evidentes. Citemos algunos ejemplos: el país exhibe cuentas fiscales ordenadas y en términos netos no es un deudor sino un acreedor. Este es un logro que sin duda hay que reconocer. Sin embargo, a pesar de no tener una deuda financiera neta, el Estado sí tiene una deuda social por las carencias en educación, salud, pensiones y rubros similares.

A pesar que la base exportadora del país ha tenido en décadas recientes un comportamiento dinámico y vigoroso, estas exportaciones están fuertemente basadas en la explotación de recursos naturales agotables. El valor agregado de nuestras exportaciones no es alto. Y surge la preocupación de por cuánto tiempo puede la estrategia exportadora chilena continuar descansando tan fuertemente en la explotación de los recursos naturales no renovables. En años recientes los recursos cupríferos han representado más del 50% de las exportaciones totales y los productos primarios más del 60% de las exportaciones, con los principales productos industriales de nuestra canasta exportadora siendo bienes procesados de celulosa, papel, madera, productos del mar y otros. Esta dependencia de recursos naturales de la canasta exportadora abre importantes consideraciones de sustentabilidad, ya sea en forma de agotamiento de los recursos o de consecuencias ambientales y ecológicas.

Como ya hemos indicado, la inequidad y la segmentación económica existentes del país, sociales y territoriales, son muy altas según diferentes indicadores. Esto es evidente además en la realidad cotidiana del país.

El país dispone de una de las industrias cupríferas más grande y lucrativa del mundo, y cuenta con una gran variedad de fértiles territorios agrícolas y una amplia costa que encierra abundantes recursos del mar (que aún no se han agotado a pesar de su sobreexplotación). Se han suscrito también tratados de libre comercio con un gran número de naciones —desde Estados Unidos hasta la Unión Europea, Japón, China, Australia y varios países de la región latinoamericana—.

En Chile las industrias extractivas producen altos retornos para compañías multinacionales que disfrutan de tasas impositivas muy favorables para la explotación de recursos naturales no renovables. En contraste, el Estado chileno recibe un porcentaje relativamente menguado de los beneficios del cobre y una alta proporción de las altas utilidades asociadas a la bonanza de precios del cobre son internalizadas, principalmente, por las compañías multinacionales y enviadas, silenciosa pero persistentemente, fuera de Chile. Actualmente, no más de un tercio de la industria cuprífera del país es estatal y está en manos de la Corporación del Cobre (CODELCO). Hace 20 años atrás este porcentaje ascendía a cerca de los dos tercios. Esta disminución en la importancia del Estado chileno en la propiedad de la gran minería del cobre constituye una realidad muy diferente a la que se visualizaba cuando la gran minería del cobre fue nacionalizada en 1971, con el apoyo unánime de la izquierda, el centro y la derecha en el Congreso Nacional de la época. El uso intensivo de capital por parte de la industria hace que esta, siendo una base importante de recursos para el Estado, no sea una industria capaz de generar una amplia cantidad de empleos directos, aunque los que genera son muy bien pagados comparado con otras industrias nacionales, a nivel de trabajadores, mandos medios y ejecutivos. Una característica de la industria del cobre en Chile es su bajo porcentaje de elaboración, manufacturación e intensidad de valor agregado, característica que no se ha revertido con la creciente privatización y desnacionalización del sector. El cobre es muy importante por su contribución a las finanzas públicas y la balanza de pagos.

Una de las innovaciones de política macroeconómica en que Chile destaca es la creación de Fondos de Estabilización Fiscal. En este esquema una parte de las bonanzas del cobre se ahorran para poder mantener el gasto público en períodos de “vacas flacas” cuando baja el precio del cobre. Estos Fondos de Estabilización le permitirían al Estado chileno financiar políticas fiscales “contracíclicas” en que el gasto público aumenta en la fase recesiva de un ciclo y baja en una fase expansiva de este. En el 2006, la ex presidenta Michelle Bachelet creó un Fondo de Estabilización Económica y Social para ahorrar los ingresos extraordinarios del cobre acumulados en períodos de altos precios del metal para usarlos durante crisis económicas y períodos de menores ingresos externos. Este mecanismo fue puesto a prueba durante la recesión del año 2009. Chile gastó, ese año, cerca de 9 mil millones de dólares del fondo de estabilización para políticas de demanda agregada contracíclicas y aun así el PIB se contrajo (crecimiento negativo) en 1.7% en dicho año, una caída del PIB no inferior a la experimentada, en promedio, por la región latinoamericana y del Caribe como un todo. Lo anterior indica que estos fondos no son una panacea, aunque sí pueden ayudar a una estabilización de las finanzas públicas.

A comienzos de la década de 1980 el régimen militar impulsó la privatización del sistema de pensiones cambiando el llamado sistema de reparto, en que los trabajadores activos financian con sus contribuciones las pensiones de los pasivos o retirados por un sistema basado en cuentas individuales de capitalización. Este sistema entregó a un pequeño grupo de compañías privadas, las Administradoras de Fondos de Pensiones, las AFP, la responsabilidad de administrar los fondos de millones de trabajadores chilenos, cobrando significativas comisiones por el manejo de sus fondos a las Administradoras de Fondos de Pensiones. Estas deducciones (comisiones) reducirán, sin duda, el monto de las pensiones al momento de jubilación, que recibirán los adscritos al sistema. Curiosamente, a pesar de ser una reforma implementada por el régimen militar, los miembros de las Fuerzas Armadas prefirieron no acogerse al nuevo sistema privatizado manteniéndose en las antiguas cajas de previsión de la defensa nacional. El sistema de AFP no contempla que los adscritos al sistema: simples trabajadores, empleados, dueñas de casa, pequeños y medianos productores, y tantos más, tuvieran injerencia directa —voz y voto— en el destino de sus fondos o ahorros que ellos mismos generan y que se espera sean su sustento para la vejez cuando se hayan retirado de la vida laboral activa y remunerada. Esta facultad de decidir qué hacer con los fondos pensionales de millones de trabajadores la realizan bien remunerados expertos financieros, supervisados por gerentes que reportan a los directorios de las AFP donde no hay representantes de los trabajadores y otros contribuyentes al sistema. El sistema muestra además bajas tasas de rotación de afiliados entre AFPs. Como la práctica lo ha mostrado, los fondos de pensión son muy sensibles a los vaivenes del mercado accionario nacional e internacional, donde los fondos de pensiones están invertidos. Así, los usuarios se enteran por las “cartolas” (informes mensuales de desempeño) del monto acumulado en sus cuentas individuales y de cómo suben o bajan en valor siguiendo los vaivenes de los siempre volátiles mercados accionarios por muy diversificados que estén. Existe consenso en cuanto a que el sistema de pensiones privado chileno es relativamente rentable pero fluctuante; pagará pensiones modestas a la gran mayoría de los chilenos salvo a aquellos con una amplia capacidad económica de contribución. La reforma de pensiones del 2008, la primera en democracia, fue ampliamente publicitada como un gran avance hacia la protección social de la población, y efectivamente extendió los beneficios de pensiones mínimas, las que son financiadas por el Estado. En la actualidad, solamente seis compañías privadas de AFP manejan los ahorros pensionales de varios millones de chilenos, los que después de la reforma siguen sin voz ni participación en el uso de sus ahorros pensionales. Además, las reformas del sistema de pensiones del 2008 dejó intacta la prohibición sobre el Estado de crear su propio fondo de pensiones para ofrecerle a la población una alternativa pública del manejo de sus pensiones a bajo costo, como es el caso del sistema de Social Security en Estados Unidos. Esta posibilidad ha sido descartada, en democracia, por todos los gobiernos de turno, independiente de su color político.

Un logro muy publicitado de los últimos 20 años ha sido el avance logrado en la lucha contra la pobreza. Las estadísticas oficiales indican una disminución muy significativa de la pobreza desde 45.1% en 1987, hacia fines del régimen militar, a un 15.1% en el 2009. A su vez, la “extrema pobreza” disminuyó de 17.4 por ciento a 3.7% entre ambos años. Sin embargo, surgen interrogantes sobre el verdadero alcance de las reducciones de la pobreza, ya que las estadísticas oficiales están basadas solo en una vara de medición, el ingreso. Además, descansan en encuestas sobre los gastos del hogar que generalmente mide patrones de consumo muy distintos a los actuales. Este procedimiento de medición de pobreza, además de ser reduccionista, al mirar solo una variable —los ingresos de la gente— ha evitado ajustar “hacia arriba”, es decir, aumentar la línea de pobreza no solo para reflejar aumentos en el costo de la canasta básica por inflación, lo que sí se hace, sino por ponerla más acorde con los nuevos estándares de vida de un país con un PIB de 16 mil dólares (no obstante, ya sabemos que el PIB per cápita sobreestima el bienestar social de las mayorías). El procedimiento estadísticamente correcto, dentro de un enfoque muy reduccionista que solo usa ingreso para medir pobreza, sería el de ajustar las líneas pobreza acorde con el crecimiento económico del país, ya que los niveles de vida que se estiman como aceptables y dignos son más exigentes a medida que aumenta el ingreso per cápita de una nación. Un estudio muy concienzudo, que actualizó las líneas de la pobreza utilizando patrones de consumo más recientes, fue efectuado a mediados de la década del 2000 por el profesor de Economía de la Universidad Católica de Chile, Felipe Larraín, actualmente ministro de Hacienda del Gobierno del presidente Sebastián Piñera. Como resultado de esta actualización de las líneas de la pobreza, se muestra que las tasas de pobreza efectivas en Chile serían cerca del doble más altas que la que muestra la línea de pobreza oficial. El capítulo 5 de este libro analiza este tema en más detalle.

Como estos ejemplos anteriores lo muestran, la experiencia de desarrollo chilena es tan rica como controversial. Cada uno de los logros muy publicitados de las reformas tiene su calificación, matiz o cuestionamiento.

Chile está retrasado en comparación con otros países en varios indicadores ambientales, tecnológicos y sociales. Por ejemplo, a partir de 2005 el país ha sido clasificado en la categoría de “vulnerable” de acuerdo al Índice de Vulnerabilidad Ambiental preparado por el programa de Naciones Unidas de Protección del Medio Ambiente y la Comisión de Geociencias Aplicadas del Pacífico Sur (SOPAC/UNEP, por sus siglas en inglés). Tampoco Chile está bien situado en el Índice de Sustentabilidad Medioambiental de la Universidad de Yale y de la Universidad de Columbia en Estados Unidos. Por otra parte, en el Índice de Disponibilidad de Red del Foro Económico Mundial y en el Índice de Disponibilidad del e-Government de las Naciones Unidas, Chile está situado fuera de los “top 30”. En cuanto a esfuerzo de investigación y desarrollo, base importante de la innovación tecnológica y del conocimiento aplicado, el país gasta menos del uno % de su PIB en rubros que se incluyen en la categoría de “investigación y desarrollo”. Este porcentaje es muy inferior al promedio de la OCDE. En cuanto a indicadores de incorporación de la mujer a distintas esferas del quehacer publico y productivo de la nación, Chile está situado en el número 7 en Latinoamérica y el Caribe y 48 a nivel global (sobre un total de 134 países) en el Índice Global de la Brecha de Género en el Foro Económico Mundial (versión 2010).

El destino de una parte de los ingresos de nuestra principal empresa cuprífera estatal no deja de ser peculiar. En efecto, por años el 10% de los ingresos brutos de CODELCO va a las Fuerzas Armadas en una asignación que no es revisada, como otras partidas del presupuesto nacional, por el Parlamento, debido a la existencia de la Ley Reservada del Cobre. El Gobierno del presidente Piñera está reemplazando esta ley por otro mecanismo, más transparente, pero aparentemente también bastante generoso para las Fuerzas Armadas. De acuerdo al Swedish International Peacekeeping Research Institute, SIPRI, institución que presenta estadísticas de gasto militar comparables entre países, Chile destina un porcentaje de su Producto Interno Bruto a gasto militar que alcanza a un 3.5%. Este porcentaje es uno de los más altos de América Latina y el Caribe3.

Un área de tensiones de la actual estrategia de desarrollo, fuertemente favorable al sector privado, se refiere al conflicto entre el respeto al patrimonio ambiental y los intereses de las grandes empresas del sector privado nacional y extranjero. La forma de tratar a “puertas cerradas” y con una desproporcionada influencia de grandes compañías en la aprobación de grandes proyectos de inversión con alto impacto ambiental, tal como HidroAysén y otros, se ha hecho particularmente controversial y ha generado una reacción popular de rechazo por parte de grupos ambientalistas y de la población local de las áreas afectadas. Cabe constatar que las críticas a procedimientos de aprobación de proyectos ambientales que se visualizan como poco deliberativos y transparentes, han contado con la simpatía de la población en general.

Una reflexión más general es que Chile debe abandonar su enfoque reduccionista, y con un marcado tinte materialista, de qué constituye el desarrollo económico. Es esencial incluir en los objetivos nacionales otras dimensiones económicas, sociales, culturales y de sustentabilidad ambiental, que afectan decisivamente la calidad de vida de la población. Hay que buscar complementar el crecimiento del PIB con el fomento del empleo productivo, la creación de ciudades seguras y amigables, un interés activo en la protección y preservación del medioambiente y el patrimonio cultural de la Nación. Hay que impulsar la necesidad de accesibilidad a tecnologías de información y aumentar el potencial mercado de pequeñas y medianas empresas que dan empleos a aproximadamente el 80% de la población trabajadora chilena.

La excesiva inequidad en la distribución de los ingresos, un rasgo histórico de la sociedad chilena, es uno de los legados que ha acentuado el actual modelo económico y social. Usando el coeficiente Gini, de amplia aplicación para medir la desigualdad desde 1987, este ha fluctuado entre 53 y 58%. Este nivel es más alto que cualquiera de sus contrapartes en Latinoamérica (exceptuando Brasil y Colombia), muy superior al promedio de la OCDE, que se muestra con un índice Gini de 38%. La desigualdad de los ingresos, además, se ve amplificada por una enorme concentración de la riqueza en un grupo pequeño de personas. Como se documenta en el capítulo 7 de este libro, Chile tiene su propia cuota de billonarios (personas o familias con un patrimonio neto superior a mil millones de dólares de Estados Unidos) compitiendo en los ranking de la revista Forbes con los súper ricos de las economías desarrolladas y mercados emergentes. Las élites económicas en Chile incluye un selecto grupo de individuos y clanes familiares con altísimos niveles de riqueza personal y que además son políticamente influyentes. Este proceso de concentración económica empezó en el período militar y se agudizó, contrario a lo esperado, en los gobiernos de la transición post-Pinochet

Características de la democracia postautoritaria

La economía no se desarrolla en un vacío político-institucional. Las tendencias económicas pueden acentuarse o corregirse dependiendo del sistema institucional vigente. El régimen político chileno establecido tras el término del régimen de Pinochet puede ser considerado como una democracia incompleta y de “baja intensidad” en cuanto a la limitada participación ciudadana en las decisiones que más afectan a la República. Las anomalías de la transición chilena son conocidas. Hasta el 2005, ya 15 años después de la partida de los militares del poder ejecutivo en 1990, casi un tercio del Congreso Nacional estaba aún compuesto por senadores designados y no elegidos directamente por votación popular. En la actualidad siguen existiendo los senadores designados, ahora escogidos por los partidos políticos —no por la ciudadanía— cuando un senador en ejercicio asume funciones en el Gobierno. Además, hasta el 2005 el presidente de la República no podía remover a los altos mandos de las Fuerzas Armadas. Quizás más importante ha sido el hecho que hasta ahora en el país sigue rigiendo una Constitución política del Estado aprobada en 1980 bajo el régimen militar en ausencia de registros electorales, con prensa controlada, con partidos políticos en receso y sin Parlamento, el que se encontraba clausurado desde el 11 de septiembre de 1973. El documento legal más importante de la República, que refleja su contrato social, fue redactado y aprobado en condiciones autoritarias, lo que cuestiona su legitimidad de origen. Esta Constitución ha sufrido, sin embargo, múltiples modificaciones en las ultimas dos décadas. La más importante de estas fue en el 2005. No obstante, dicha modificación no fue sometida a un referéndum o plebiscito ciudadano. A su vez, hay otros indicadores de la presencia de una democracia de baja intensidad y con elementos distorsionadores. La participación electoral de los jóvenes es baja, la propiedad de los medios de comunicación de masas, como los diarios y la televisión, está mayormente en mano de grandes conglomerados económicos, nacionales o internacionales, y el sistema de representación binominal penaliza a los pequeños partidos pequeños, movimientos regionales y agrupaciones que no forman parte de los dos principales bloques políticos del país que han dominado la política nacional en los últimos 22 años, la Concertación y la Alianza por el Cambio. Adicionalmente, al momento de escribir este libro, tras dos décadas de la restauración de la democracia, los chilenos residentes en el exterior no pueden votar fuera de Chile por sus representantes al Parlamento, municipalidades o en elecciones presidenciales. Los índices de membresía a sindicatos oscilan entre el 10 y 12% y los centros independientes de pensamiento, muy escasos por lo demás, prácticamente no reciben recursos del Estado chileno. Las universidades públicas deben, en lo fundamental, autofinanciarse mediante el cobro de altas matrículas y aranceles a sus estudiantes, y mediante la venta de servicios profesionales. Todo esto ha debilitado la capacidad de desarrollar pensamiento crítico e independiente en la sociedad chilena ante un Estado en gran medida indiferente y ausente.

El establishment político (de centroderecha y centroizquierda) ha asegurado un equilibrio político estable a través de la llamada “política de los consensos”, cuyos dos ejes centrales son la consolidación de una democracia de baja intensidad y la mantención del modelo económico. Los excluidos del consenso de la élite política y económica dominante son de variada naturaleza: movimientos sociales, grupos, partidos y movimientos progresistas, movimientos regionales, grupos medioambientalistas e intelectuales independientes. Como indicamos anteriormente, este equilibrio del statu quo se ha visto desafiado por los movimientos sociales que han irrumpido en el 2011 en torno a temas de la educación, régimen político, sistema tributario, medioambiente y otros. Este movimiento ha logrado perfilar una agenda sobre qué ha traído al tapete nuevos temas, como el lucro en la educación, la salud, las pensiones, el deterioro de la educación pública, prácticas comerciales de dudosa reputación del sector privado y el carácter excluyente de la democracia actual. Si bien no es claro cuánto éxito tenga esta agenda en términos de cambios concretos, su contenido es bastante radical en cuanto a las agendas de cambio económico y social que hemos conocido desde 1990, e incluye demandas por gratuidad de la educación pública, fin al abuso sistemático de los consumidores y los trabajadores, protección social efectiva, participación de la clase media y los pobres y marginados del sistema, recuperación de la propiedad pública de las principales riquezas naturales. Este movimiento, además, pide reformas políticas, fin del sistema binominal y Asamblea Constituyente para redactar una nueva Constitución.

Organización del libro

Este libro está estructurado en nueve capítulos, incluyendo esta introducción. El capítulo 2 provee una panorámica histórica de la evolución de la democracia chilena y de los distintos modelos de desarrollo aplicados principalmente en el siglo XX. Se destacan distintas crisis económicas y políticas, incluidos episodios de autoritarismo y violencia estatal y cambios en orientaciones de la estrategia de desarrollo, con más acento en las últimas cuatro a cinco décadas. Este capítulo revisa el mito de la democracia chilena ejemplar, que descansa en una supuesta estabilidad y continuidad del sistema político chileno, recordando problemas de legitimidad de origen de sus sucesivos contratos sociales plasmados en las constituciones de 1833, 1925 y 1980. Se destaca que los contenidos de estas tres constituciones políticas del Estado fueron generalmente definidos y manipulados por los gobiernos de turno, y no contaron con un proceso de redacción deliberativo y genuinamente democrático que les diera una legitimación de origen. El capítulo también subraya las distintas crisis económicas y políticas de los últimos 40 años, los intentos de reformas económicas y políticas con distintos grados de radicalidad adoptados, y muestra que tras la caída de Allende en 1973 la prioridad otorgada al crecimiento económico y el progreso material de la sociedad chilena (más bien de las élites) ha ido acompañada de diversos grados de autoritarismo y/o restricción democrática, abierta o encubierta, generalmente de carácter socialmente regresivo.
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